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El aumento paulatino de los actos de desobediencia hacia los agentes policiales, así como 
hacia la actividad estatal que representan, motivó la necesidad de preguntarse si la regulación 
legal de tales conductas garantiza la debida protección que como seres humanos dichos 
funcionarios han de disfrutar. Hacia ese propósito se orientó el trabajo que se presenta, 
enfocado en valorar la incidencia de la regulación legal del delito de ataque o resistencia frente 
a las garantías de protección de los funcionarios policiales en el ejercicio de sus funciones, 
para lo cual fueron utilizados métodos  empíricos como el histórico-lógico, análisis documental 
y, del nivel teórico como el análisis-síntesis, inductivo-deductivo, que junto a otras 
herramientas de trabajo permitieron cumplimentar el objetivo trazado. Se comprobó que la 
tipificación establecida en el Código Orgánico Integral Penal con esa finalidad, no garantiza la 
finalidad con la que fue creada, por lo que se concluyó que esta falencia, repercute de forma 
negativa en las garantías de protección de los funcionarios policiales en el ejercicio de sus 
funciones públicas. 
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ABSTRACT 
The gradual increase in acts of disobedience towards police agents, as well as towards the 
state activity they represent, led to the need to ask whether the legal regulation of such conduct 
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guarantees the due protection that such officials must enjoy as human beings. The work that 
is presented is oriented towars this purpose, focused on assessing the incidence of the legal 
regulation of the crime of attack or resistance against guarantees of protection of police officers 
in their functions, for which empirical methods were used as the historical-logical, documentary 
analysis and, from the theoretical level as the analysis-synthesis, inductive-deductive, which 
allowed to fulfill the outlined objective. It was found that the classification established in the 
Comprehensive Organic Criminal Code for that purpose does not guarantee the purpose for 
which it was concluded that this flaw has a negative impact in the protection guarantees of 
police officers in the exercises of their public functions. 
KEYWORDS: Crime; Classification; Attack; Resistance; Police Officers. 
 
INTRODUCCIÓN 
El intento por evadir la responsabilidad post comisión flagrante de una infracción penal, trae 
como resultado, en muchos casos, actos violentos de resistencia que llegan a convertirse en 
ataques a las autoridades actuantes de las distintas entidades de seguridad ciudadana y 
orden público, incurriendo en acciones tipificadas al amparo de la legislación penal vigente. 
El delito de ataque o resistencia, que de acuerdo a sus particularidades, persigue sancionar 
el irrespeto o menosprecio  del ciudadano frente a la actuación de un funcionario público en 
ejercicio de sus funciones relacionadas al orden público o el desarrollo de sus obligaciones, 
conforme a lo cual, el Código Orgánico Integral Penal (COIP) establece en su artículo 283 
sanciones privativas de libertad de seis meses a dos años, para la persona que ataque o se 
resista con violencias o amenazas a funcionarios públicos especificados en el propio artículo, 
en el ejercicio de sus funciones al amparo de las leyes, o de las ordenes, o reglamentos de la 
autoridad pública, pudiendo esta pena incrementarse de acuerdo a diferentes supuestos 
referidos en los párrafos subsiguientes del propio artículo (Asamblea Nacional, 2014) 
En este sentido y de acuerdo con las particularidades del delito referido, resulta evidente la 
inconsistencia del legislador al momento de estructurar bajo un tipo penal compuesto (en el 
que varias acciones integrarían una misma línea de conducta típica, antijurídica y culpable) 
ambas acciones, sin considerar la dualidad de los verbos rectores que la configuran, 
constituyen antónimos, inobservando con ello que atacar es una conducta de acción, que 
difiere de resistir que es una conducta de omisión(Escobar Cadena, 2017) 
Tomando en consideración la dualidad de conductas reguladas en el citado artículo 283 del 
COIP, es preciso conceptualizar ambos supuestos, donde ataque, hace referencia a la “acción 
de atacar, acometer o emprender una ofensiva, perjudicar o destruir, mientras que resistencia 
se refiere a la “acción y efecto de resistir o resistirse (Real Acedemia Española, 2019) 
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(utilizándose el ataque para nombrar a una hostilidad o agresión, tanto física como verbal) y 
la resistencia para las acciones encaminadas a desobedecer o resistir. Por su parte García le 
define como “Oposición material o moral a una fuerza”. (Enciclopedia Jurídica, 2019) 
El análisis del tipo penal de ataque o resistencia en el derecho penal ecuatorianomuestra a 
primera vista, la posible vulneración de principios universales del Derecho Penal como es el 
de proporcionalidad, pues una sanción menor debería tener quien se resiste a un 
procedimiento policial y otra sanción mayor quien ha pasado la barrera de la resistencia y 
agredido con violencia a los agentes del orden público, que no representan únicamente a una 
persona uniformada, sino que esta persona esta investida del poder de coacción del estado y 
de los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos. 
En tal sentido, es quien se encarga de cumplir y hacer cumplir la ley, la protección de los 
derechos y la convivencia pacífica dentro de un determinado territorio, por lo que, todo ataque 
o resistencia que se influya sobre él, lesiona gravemente el bien jurídico protegido de 
“autoridad estatal”. 
Un acercamiento al delito de ataque y resistencia en la legislación española, permite observar 
una separación de los tipos penales de ataque y resistencia, los cuales se encuentran 
tipificados en la Ley Orgánica del Código Penal, que en su Artículos 550, define como reos de 
atentado los que acometan, intimiden gravemente, o les hagan resistencia activa también 
grave a la autoridad, a sus agentes o funcionarios públicos, cuando se hallen ejecutando las 
funciones de sus cargos o con ocasión de ellas.  
Por otra parte, que en su artículo  556.1 establece pena de prisión o multa a los que sin estar 
comprendido en el artículo 550, resistieren o desobedecieren gravemente a la autoridad o sus 
agentes en el ejercicio de sus funciones, o al personal de seguridad privada, debidamente 
identificado, que desarrolle actividades de seguridad privada en cooperación y bajo el mando 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (Jefatura del Estado, 1995). 
En el caso norteamericana, en específico lo definido por la legislación de Massachusetts (GL 
c. 265, § 13 D) el delito es castigado con pena de prisión entre 90 días y dos años, así como 
multa de entre 500 y 5000 dólares, definiéndose con claridad, los presupuestos requeridos 
para proceder con una condena por este delito, que establece que para demostrar que el 
acusado ha cometido un asalto y agresión contra un oficial de policía o empleado público se 
deben probar varios aspectos más allá de la duda razonable, entre los cuales se pueden 
mencionar. 
 Tocar a la víctima, sin derecho ni excusa, o mostrar la intensión de hacerlo  
 Que el contacto pudiese causar daño corporal a la presunta víctima o se realizó sin su 
consentimiento.  
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 Que la víctima era un oficial de policía o empleado público, y era del conocimiento del 
acusado 
 Que el acusado sabía que la víctima estaba comprometida en el desempeño de sus 
funciones en el momento en que ocurrió el incidente (Law office of Patrick J. Murphy, 
S.F.) 
Dentro del análisis de estos elementos probatorios nos especifica que tocar puede ser 
cualquier contacto físico, por leve que sea y que este puede ser directo o indirecto como 
cuando se pone fuerza en alguna cosa o instrumento, adicionalmente señala que existe una 
segunda forma que una persona pueda ser culpable del asalto o agresión, la cual implica en 
vez de una conducta intencional por una conducta imprudente, que resulta en lesiones 
corporales, lo cual ocurre cuando una persona actuó de una manera que una persona 
razonable y cuidadosa no lo haría, sabía o, debería haber sabido, que tales acciones 
probablemente causarían un daño sustancial a alguien, corriendo el riesgo y procediendo de 
todos modos. 
Como se puede observar en las legislaciones analizadas se establece una diferenciación en 
correspondencia a la acción punible realizada por el infractor, derivándose en sanciones que 
difieren de acuerdo con la gravedad de la infracción, especificación esta que garantiza el 
cumplimiento del principio de proporcionalidad y contribuye a la seguridad jurídica de los 
funcionarios públicos durante el ejercicio de sus funciones. 
La discusión jurídica respecto de la estructura del tipo penal del delito de ataque o resistencia, 
ha permitido un análisis descriptivo de la actividad policial frente a los actos de violencia de 
los cuales son objeto los agentes del orden público, la actividad policial está destinada a 
proteger los derechos fundamentales contenidos en la Constitución de la República, en los 
Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales de Derechos Humanos ratificados por el 
Estado, pero ¿Quién y cómo se protege a los policías que son víctimas de agresiones en el 
Ecuador?. 
¿Cumple a cabalidad la normativa penal ecuatoriana con su función de control social de 
protección para los funcionarios del orden público en el ejercicio de sus funciones?, puesto 
que tal y como plantea Moreno: “Sin Derecho, la idea de sociedad no es posible, … Por ello 
la primordial función del Derecho es garantizar un control social, pues no es posible tener una 
sociedad que no esté controlada en el marco de la acción de sus integrantes” (Moreno 
Rodríguez, 2018). 
Por estas razones, la ley penal debe ser clara, si existe deficiencia en ella, deja sin 
argumentación jurídica el trabajo realizado por los agentes del orden, pues la Policía Nacional 
del Ecuador es una organización estatal disciplinada y respetuosa de los Derechos Humanos, 
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que no puede hacer uso progresivo de la fuerza a menos que el infractor de la ley lo haga en 
primera instancia, la función del agente del orden responde al nivel de agresividad del 
intervenido, en tanto que luego de ser puestos a órdenes de las autoridades, los agresores se 
ven beneficiados por la interpretación de la ley, pues al no ser clara beneficia al procesado.  
En este punto, resulta necesario referir los fundamentos jurídicos para el cumplimiento de la 
ley por parte de la policía nacional del Ecuador.  
La Constitución de la República del Ecuador, define en su artículo 158 a las Fuerzas Armadas 
y la Policía Nacional como las instituciones de protección de los derechos, libertades y 
garantías de los ciudadanos, especificando la responsabilidad de la Policía en cuanto a la 
protección interna y el mantenimiento del orden público como funciones privativas del 
estado(Asamblea Nacional, 2008). 
Por su parte el Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público en 
su Libro I (Policía Nacional) Título (Estructura de la Policía Nacional) dedica su Capítulo 
Primero a la naturaleza, misión y funciones entre las que comprende la prevención, disuasión 
además de la reacción legitima, progresiva y proporcional de la fuerza a fin de garantizar el 
libre ejercicio de los derechos, la seguridad ciudadana, la protección interna y el orden público 
(LexisFinder, 2017). En relación con lo especificado resulta preciso observar lo planteado en 
Tratados e Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos:  
En este particular, la resolución 690 de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa 
conocida como Declaración Sobre la Policía, en su anexo (Declaración de la Policía) en su 
numeral 11 del literal A) relacionado a la Ética, hace referencia a la necesidad de que la 
legislación provea un sistema de garantías y recursos legales contra los perjuicios derivados 
de la actuación de la policía(Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, 1979) 
En el caso específico del derecho penal peruano, se le da un enunciado similar al establecido 
en el COIP, tipificándose como delito de violencia y resistencia contra la autoridad policial, 
que abarca solamente los catos que mediante amenazas o agresiones físicas rechacen el ius 
imperium del Estado (LP Derecho, 2018). Demostrándose con ello, la importancia de 
garantizar no solo los derechos inherentes a los agentes policiales, sino también a la función 
pública que representan. 
Por su parte el Manual de Derechos Humanos y Derecho Humanitario para las fuerzas de 
Policía y Seguridad. - “El orden público, la paz y la seguridad son responsabilidades del 
Estado”. (Rover, 1998). Estas normas de derecho internacional y nacional reglan no solo la 
conducta del funcionario policial en el actuar con la sociedad, sino que garantizan la 
obediencia a la ley por parte de los ciudadanos, también se establece las consecuencias 
jurídicas por el resquebrajamiento de esta. 
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En el caso del Ecuador, la tipificación del delito de Ataque o Resistencia ha generado un 
ambiente de inseguridad, y una cultura de rechazo a los procedimientos legítimos, de las 
autoridades públicas, muchas veces convertidos en actos de agresión a la fuerza pública, por 
lo que no se garantiza la seguridad requerida para el cumplimiento de sus funciones, 
resultando totalmente censurable que acciones de ataque a los encargados de cumplir la ley 
queden sin una sanción, es decir en la total impunidad.  
En el caso de la Resistencia. Se reseña una serie de delitos entre los que se encuentra el 
desacato, la resistencia indebida y el atentado, como menores, hasta la insubordinación, la 
sedición y la rebelión (Ossorio, 2011) o sea todo acto de fuerza que oponga de forma material 
o moral la actuación de la autoridad pública. 
El análisis del proceso 23281-2019-02868, referente al caso Plan Vivienda de la ciudad de 
santo Domingo, donde como resultado de la acción violenta de los ciudadanos procesados, 
se causaron graves lesiones a uno de los agentes actuantes, concluido con dictamen 
abstentivo del fiscal, motivado por la falta de acusación particular, apoyando su dictamen en 
lo expresado en la absolución de consulta realizada por la Corte Nacional de Justicia que 
especifica que, para que se configure el delito de ataque o resistencia es preciso que, el 
funcionario actúe en el ejercicio de sus funciones, que sea un caso concreto y, en base a una 
disposición legal y legítima ejecutable en relación a una persona concreta (Presidencia Corte 
Nacional de Justicia, 2018). 
En este punto y con relación a los elementos abordados, ante la problemática que representa 
el irrespeto hacia los funcionarios público que, en ejercicio de sus funciones, salvaguardan los 
derechos ciudadanos consagrados en la Constitución y otras normas del derecho nacional e 
internacional, resulta necesario valorar de forma crítica, la incidencia de la regulación legal del 
delito de ataque o resistencia frente a las garantías de protección de los funcionarios policiales 
en el ejercicio de sus funciones. 
 
MÉTODOS 
A partir de la participación voluntaria de los sujetos partes de la investigación, el trabajo con 
un carácter exploratorio y descriptivo, se desarrolla con una modalidad mixta,apoyada en 
métodos teóricos y empíricos de la investigación científica (Gómez Armijos, y otros, 2017), 
como el histórico – lógico que conjuntamente con el de análisis documental permitió un 
acercamiento a la problemática planteada, el método de medición que apoyado en las 
técnicas de recolección de información, posibilito obtener los datos indispensables y 
requeridos para que mediante el uso de los métodos del nivel teórico como el Analíticos-
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Sintético, Inductivo-Deductivo  se pudiesen ofrecer las conclusiones requeridas para dar 
cumplimiento al objetivo trazado. 
De la misma forma el uso del método Matemático (dentro de este la estadística descriptiva) 
permitió una vez recolectada la información, el procesamiento de los datos requeridos para 
cumplimentar la investigación planteada (Quevedo Arnaiz, y otros, 2017). 
Cabe mencionar que se utilizaron técnicas de investigación para obtener resultados mediante 
entrevista realizadas a profesionales con más de 10 años en el ejercicio de la profesión 
vinculados con el tema objeto de estudio, también se aplicaron encuestas a funcionario 
encargados de cumplir y hacer cumplir la ley de la Policía Nacional del Ecuador de la Subzona 
de Policía Santo Domingo N.º 23. 
Resultado de lo cual, se realizó encuesta a 111 funcionarios policiales. 
Tomando en consideración lo antes planteado, se procedió al desarrollo de la investigación, 
antecedida por las solicitudes y autorizaciones previas para el correcto desarrollo de la 
investigación que se presenta. 
 
RESULTADOS. 
Las preguntas de las encuestas a funcionarios policiales fueron direccionadas a las diferentes 
necesidades y problemáticas de la investigación, obteniendo los siguientes resultados: 
El 95% de los policías encuestados manifiestan haber enfrentado resistencia en sus 
procedimientos, por parte de ciudadanos que están infringiendo las leyes. Por tanto, La 
resistencia es un factor común ante el cometimiento flagrante de delitos o contravenciones, 
en un primer nivel se oponen al cumplimiento de la ley, pero su fin es evadir las 
responsabilidades penales de sus actos. 
Por su parte, el 86 % manifiestan que la barrera de la resistencia es sobrepasada por la 
violencia, derivándose en agresión a los funcionarios policiales, violentando los derechos 
humanos inherentes a toda persona.  
La totalidad de los encuestados reconocen, haber sido objeto de insultos o daños psicológicos 
en los procedimientos que adoptan. El infractor de la ley abusa de su estatus de inocencia y 
sus derechos constitucionales ante una detención, para inferir improperios e insultos al 
funcionario policial.  
En tanto el 79 % afirman haber resultado heridos en el cumplimiento de su deber. Por tanto, 
poder de coerción del Estado se ve menoscabado con agresiones físicas a los funcionarios 
policiales, esto implica no solo la pérdida del principio de autoridad estatal, sino el reposo 
médico de la víctima (policía) y daños a los medios logísticos, que representan pérdidas 
económicas estatales.  
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Por su parte, para el 83% de los encuestados las infracciones de Ataque o Resistencia quedan 
en la impunidad. Generándose una ineficacia en la aplicación de la ley, provocándose efectos 
contraproducentes para el funcionario policial.  
 
DISCUSIÓN 
Los resultados demuestran que las acciones conducentes a resistirse a las autoridades 
policiales en el ejercicio de sus funciones, ante determinadas infracciones legales, es un acto 
que se convierte en común, en el afán de los sujetos de evadir la responsabilidad penal, de la 
misma forma, el elevado número de acciones violentas, concluidas en ataques hacia la 
autoridad, es una muestra evidente del irrespeto no solo hacia la autoridad actuante, sino 
también de todo el ordenamiento legal vigente. 
El elevado número de funcionarios policiales que han sufrido algún tipo lesiones, sean estas 
corporales o incorpóreas durante el ejercicio de sus funciones, es una muestra clara dela 
fragilidad legal del ordenamiento penal en cuanto a la tipificación de tales actuaciones, en 
contraposición con los derechos y granatitas establecidos en la normativa constitucional 
ecuatoriana. 
Lo antes expuesto ponen en evidencia la desprotección legal frente a estas actuaciones no 
solo de los funcionarios públicos, sino también de la función pública en general, 
contraponiéndose al objetivo central de control ciudadano que ha de garantizar el estado, así 
como también a los derechos inherentes a cada persona, en este sentido, Moreno y Osorio 
basado en lo establecido en el derecho penal español exponen que la tipificación de tales 
conductas demuestra que la protección va más allá de la persona del funcionario en sí, ya 
que va dirigida a la función que éste desempeña, precisamente por el carácter público de 
ésta”. (Arostegui Moreno, 2016). 
En relación a la tipificación en un mismo delito de ambas conductas punibles, los entrevistados 
discrepan, por una parte, consideran que fue la voluntad del legislador y que, desde el punto 
de vista legal y procesal, no genera mayores inconvenientes, a lo que se oponen una mayoría 
por considerar que, en cuanto a la acción intrínseca en cada conducta, existe una diferencia 
por cuanto una, la resistencia se configura por la oposición a cumplir con una disposición de 
la autoridad actuante, en cambio, el ataque supone un acción encaminada a agredir de 
cualquier forma a la misma autoridad, lo que supone a criterio de la mayoría una tipificación 
errónea. 
En este aspecto se concuerda con lo especificado por ortega, navarro, Tixi y Puerta, cuando 
hacen referencia a la “falta de definición clara y precisa de los tipos penales” (La 
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criminalización de las protestas sociales y la aplicación del delito de resistencia en ecuador, 
2019). 
Otro de los aspectos de discrepancia, giró en relación a la calificación de la conducta infractora 
y por ende la sanción a imponer, al considerar la mayoría, que desde el punto de vista de la 
gravedad social de la acción, no pueden valorarse o juzgarse de la misma forma, pues 
mientras la simple negativa, rechazo o defensa de una persona en su oposición de cumplir 
con lo indicado por una autoridad se configura en un acto de resistencia, que no supone un 
maltrato, daño o agresión, en los cuales si se configura el ataque, o sea la acción de agredir 
a una persona, pudiendo causar daños, lesiones e incluso la muerte, razones estas que 
ameritan un tratamiento legal diferenciado, en cumplimiento del principio de proporcionalidad 
legalmente  establecido en el derecho penal ecuatoriano. 
En cuanto a la aplicabilidad práctica de la norma como tal, la mayoría de los entrevistados, 
coincide en que más allá de lo establecido, no se logra el objetivo o el fin para la cual fue 
creada, principalmente por las circunstancias que deben darse para que se configure la 
infracción a partir de la existencia de una relación directa, así como una orden legitima y 
ejecutable entre el policía y el intervenido, suponiendo con ello que fuera de esas 
especificaciones el agente de autoridad, deberá limitar su accionar con independencia de la 




La unicidad en la tipificación del delito de ataque o resistencia en el derecho penal ecuatoriano 
repercute de forma negativa en las garantías de protección de los funcionarios policiales en 
el ejercicio de sus funciones, fomentando el irrespeto no solo hacia estos, sino hacia la función 
pública que desempeñan. 
Que las circunstancias que deben darse para que se configure la infracción penal de ataque 
o resistencia, limitan la efectividad y condicionan la actuación policial en aquellas situaciones 
que requieran su intervención donde, a pesar de estarse produciendo una infracción real, no 
exista una orden legitima y ejecutable, ni una relación directa entre la autoridad actuante y el 
o los responsables de tales actos.  
Que por la gravedad social de ambas acciones, gramaticalmente opuestas y diferentes entre 
sí, no pueden valorarse o juzgarse de la misma forma, pues mientras la simple negativa, 
rechazo o defensa de una persona en su oposición de cumplir con lo indicado por una 
autoridad se configura en un acto de resistencia, que no supone un maltrato, daño o agresión, 
en los cuales si se configura el ataque, la acción de agredir a una persona, puede causar 
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daños, lesiones e incluso la muerte, razones que ameritan un tratamiento legal diferenciado, 
en cumplimiento del principio de proporcionalidad legalmente establecido en el derecho penal 
ecuatoriano. 
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